El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 17 de octubre de 2017

Proceso:
Acción de Tutela – Concede
Radicación Nro.:
66001-31-03-001-2017-00080-01
Accionante: 
María Amparo Ramírez Cardona
Accionado:
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar - ICBF.
Magistrado Ponente:
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas: 
MADRE COMUNITARIA / APORTES PARAFISCALES / COSA JUZGADA / IMPROCEDENTE – En necesario precisar que aunque el juzgado de primera sede ordenó vincular a la actuación al Ministerio del Trabajo, entidad que hace parte del orden nacional y que por ese hecho la competencia para conocer de las acciones de tutela formuladas en su contra correspondería en primera instancia a los Tribunales Superiores, Administrativos y Consejos Seccionales de la Judicatura de conformidad con el inciso 1º, numeral 1°, artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, no es del caso declarar la nulidad por falta de competencia funcional, en razón a que en la demanda ningún hecho se le endilgó del que se pudiera inferirse que por acción u omisión lesionó los derechos fundamentales de los que sea titular la actora y por tanto su vinculación es aparente , ya que, además, el amparo se dirige únicamente contra el ICBF como entidad encargada de reconocer y pagar los aportes parafiscales y pensionales. En consecuencia, la referida circunstancia no modifica la competencia radicada en el juzgado de conocimiento ni la de este Tribunal para desatar la segunda instancia. 

Correspondería a esta Sala determinar si en este caso procede la tutela para ordenar a la entidad demandada pagar a una administradora de pensiones, el retroactivo correspondiente a parafiscales por aportes a pensión, con el fin de que la actora pueda acceder a esa prestación. Sin embargo, se determinará previamente, con fundamento en las pruebas incorporadas a la actuación, si se produjo el fenómeno de la cosa juzgada.
(…)

El 13 de junio de este año el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal decidió declarar improcedente el amparo con sustento en que en este caso se incumple el requisito de la subsidiariedad ya que para efecto de reclamar acreencias laborales, las accionantes tienen expedita la vía ordinaria, la cual consideró idónea al no tratarse de sujetos de especial protección .

6.3 La titular de ese despacho informó que frente a esa decisión no se interpuso recurso alguno, razón por la cual fue remitido a la Corte Constitucional para su eventual revisión .

Confrontada esa acción de amparo con la que es objeto de estudio, se concluye que en ambas intervienen las mismas partes, pues fueron promovidas por la señora María Amparo Ramírez Cardona, así la primera haya sido interpuesta también por otras personas, contra el ICBF.

En ambas se solicitó ordenar al ICBF pagar a una administradora de pensiones el retroactivo “a los parafiscales por aportes en pensión, desde el día de vinculación… hasta el momento actual para el caso de las activas, o hasta la fecha de retiro en el caso de las no activas, por concepto de afiliación que debió realizar al sistema de seguridad social en pensión.

Además, esa pretensión, se fundamentó en los mismos hechos que aquí se invocan para elevar otra idéntica.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, octubre diecisiete (17) de dos mil diecisiete (2017)


Acta No. 533 del 17 de octubre de 2017


Expediente No. 66001-31-03-001-2017-00080-01

Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la señora María Amparo Ramírez Cardona, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, el 5 de septiembre último, en la acción de tutela que promovió contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, a la que fueron vinculados la Administradora Colombiana de Pensiones, el Consorcio Colombia Mayor y el Ministerio del Trabajo.
A N T E C E D E N T E S

1. Los hechos relatados por la demandante admiten el siguiente resumen:

1.1 Durante el periodo comprendido entre enero de 1996 y diciembre de 2008, estuvo vinculada con el ICBF en calidad de madre comunitaria, de conformidad con la Ley 89 de 1988 que implementó los Hogares Comunitarios, siguiendo órdenes y directrices del ICBF.

1.2 Prestó personalmente sus labores de cuidar los niños y adolescentes, alimentarlos, organizar y realizar actividades pedagógicas y ocuparse de su higiene y salud, entre otros.

1.3 Su jornada laboral iniciaba a las cinco de la madrugada, hora en la que debía empezar a preparar los alimentos y el hogar comunitario para cuando llegaran los menores a las ocho de la mañana, y culminaba a las cuatro de la tarde, pero ese horario se extendía porque debía esperar a que todos los niños fueran recogidos por sus acudientes, es decir que superaba las ocho horas de trabajo diarias. 

1.4 Sus laborales las desempeñó bajo la completa subordinación del ICBF, entidad que por tanto supervisaba y calificaba periódicamente su trabajo. Dicha subordinación podía incluso llegar a la clausura del hogar, de hallarse un incumplimiento de las funciones de la madre comunitaria. 

1.5 A partir del momento en que empezó a desempeñarse en ese empleo, recibió una remuneración habitual por sus servicios, la que no obstante cambiar su denominación, pues son concebidas por la institución accionada como becas, subsidios y demás, realmente constituyó la remuneración por su servicio personal y subordinado; siempre fue la mitad del salario mínimo legal mensual vigente, hasta el 2 de febrero del año 2014 cuando se equiparó al salario mínimo, en cumplimiento a la sentencia T-628 de 2012 y la Ley 1607 del mismo año.

1.6 La entidad demandada omitió cotizar al sistema general de seguridad social, pues tal como lo refleja su historia laboral, entre los años 1996 y 2008 tiene un total de 171,57 semanas, las cuales fueron aportadas de manera discontinua. Si dichos periodos hubieran sido pagados de forma ininterrumpida, podría acceder a su derecho a la pensión de vejez.

1.7 Cuenta con una avanzada edad y carece de una fuente de ingresos digna, que le garantice una vejez tranquila.

1.8 Aunque en su caso se configuran los requisitos del contrato realidad de que trata el artículo 23 del Código Sustantivo del Trabajo, la demandada realizó maniobras para desconocer sus garantías laborales, entre ellas abstenerse de pagar parafiscales, cotizar a pensión y acudió a la tercerización, organizándolas en asociaciones a efectos de escudar a la entidad de un vínculo visiblemente directo; sin embargo, esas asociaciones solo son un puente estratégico para recibir directrices del ICBF y facilitar la comunicación.

1.9 Mediante sentencia T-480 de 2016, la Corte Constitucional concedió el amparo de los derechos a la igualdad, la seguridad social, la dignidad humana, el mínimo vital y el trabajo de las madres comunitarias y le ordenó al ICBF reconocerles y pagarles todas las acreencias laborales y los parafiscales adeudados. Las circunstancias de hecho allí analizadas son idénticas a las de su caso. Pese a que esa providencia fue declarada nula en forma parcial, la procedencia de la acción de tutela y el reconocimiento de los derechos pensionales de las madres comunitarias quedó incólume. 

1.10 La entidad demandada ha resuelto de manera negativa las solicitudes elevadas para obtener el pago de esas prestaciones, que ha elevado el grupo de madres comunitarias a nivel nacional. Este requisito de la reclamación previa, fue analizado en la sentencia T-480 de 2017, en la cual se determinó que no era necesario para acudir a la acción de tutela.

1.11 En la actualidad presenta serias complicaciones de salud y hace parte de la tercera edad.

2. Considera lesionados sus derechos a la igualdad, a la seguridad social, a la dignidad, al mínimo vital y al trabajo. Para su protección, solicita se ordene al ICBF reconocer y pagar a la Administradora de Pensiones el retroactivo por concepto de parafiscales y aportes pensionales, adeudados durante el periodo en que estuvo vinculada a esa entidad y “Las demás… que encuentre probadas” como “fallador Ultra y Extra Petita”.

A C T U A C I Ó N      P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 16 de agosto, se admitió la acción de amparo y se ordenó vincular la Administradora Colombiana de Pensiones, por intermedio de su Director de Acciones Constitucionales. Con posterioridad se hizo lo propio con el Consorcio Colombia Mayor y el Ministerio del Trabajo.

2. Dentro del trámite de la primera instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del ICBF señaló que entre la señora María Amparo Ramírez Cardona y la entidad que representa nunca existió una relación laboral, pues, de conformidad con el artículo 4º del Decreto 1340 de 1995 el trabajo de las madres comunitarias constituye una contribución voluntaria. Además las funciones de inspección y vigilancia de los hogares comunitarios, que le fueron atribuidas por la Ley 7º de 1979, no configura una relación de subordinación; el horario de cumplimiento fue fijado en virtud de que el programa va dirigido a familias de escasos recursos y la labor de las madres comunitarias es de carácter solidario y por lo tanto no reciben salario, sino que son beneficiadas por un aporte destinado a beca o a su remuneración, la cual se suma a la cuota de participación que pagan los padres de familia por la utilización del programa. Esa beca ascendió hasta el 70% del salario mínimo legal mensual para los años 2008 y 2011, porcentaje que se aplica de acuerdo con la Ley 1187 de 2011.

En la actualidad el régimen jurídico de las madres comunitarias se encuentra en un periodo de transición pues la Ley 1607 de 2012 determinó que para la vigencia del año 2013 el valor de la beca correspondería al del salario mínimo legal vigente y que para el 2014 se formalizarían laboralmente, por lo que las asociaciones de padres de familia o las entidades privadas que contratan con el ICBF son los responsables de contratarlas y pagarles sus acreencias laborales desde ese último año. Respecto a los periodos generados con anterioridad, es el Fondo de Solidaridad Pensional el competente para subsidiar los respectivos aportes de pensiones y no el ICBF.

Indicó que los planteamientos de la accionante respecto a que la sentencia T-480 de 2016 ordenó al ICBF reconocer y pagar los aportes parafiscales y de pensión, son inexactos en razón a que esa providencia fue declarada parcialmente nula, mediante auto 186 de 2017, al contradecir el precedente de constitucional. En ese proveído, además, se determinó que no existe relación laboral entre las madres comunitarias y el ICBF. De todas formas, la citada sentencia tiene efecto interpartes y no es de unificación por lo tanto el fallo se limita únicamente a las 106 madres que fueron beneficiadas con el mismo. Tampoco la aquí accionante acreditó que se encontrara en las mismas condiciones de aquellas o por lo menos que reuniera alguna de las calidades establecidas en el referido auto, pues no demostró poseer un grave estado de salud.
De otro lado señaló que la acción de tutela es improcedente porque incumple los presupuestos de la inmediatez y la subsidiariedad ya que la actora pretende por este medio le sean reconocidas acreencias laborales de hechos que ocurrieron hace más de nueve años y no se acreditó que la accionante estuviera ante un perjuicio irremediable que le impidiera acudir al mecanismo ordinario de defensa judicial. 
2.2 El Director de Acciones Constitucionales de Colpensiones solicitó la desvinculación de esa Administradora de Pensiones, pues los hechos de la demanda solo involucran al ICBF.
2.3 El Gerente General del Consorcio Colombia Mayor, por intermedio de apoderado, indicó, luego de describir su naturaleza jurídica y el funcionamiento del programa del subsidio a la pensión, que la actora se afilió a este último, en el grupo poblacional de madres comunitarias,  desde el 1º de octubre de 1997 y fue suspendida el 28 de agosto de 2010, de conformidad con el reporte de Colpensiones, por la causal de suspensión del pago del aporte durante seis meses seguidos establecida en el numeral 4 del artículo 2.2.14.1.24 del Decreto 1833 de 2016. Durante tal periodo alcanzó a cotizar 638,57 semanas subsidiadas, cuyos valores fueron remitidos a Colpensiones. De otro lado, adujo que de acuerdo con el Decreto 289 de 2014, las madres comunitarias no pueden ser beneficiadas por el referido subsidio ya que su régimen pensional es el contributivo. En todo caso, el pago de las acreencias laborales que se dicen adeudadas, corresponde al ICBF. Finalmente señaló que los efectos del precedente de la Corte Constitucional invocados por la demandante no son erga omnes y que la acción de tutela no es el medio para solicitar prestaciones económicas.    
2.4 La Asesora del Despacho del Ministro del Trabajo pidió su desvinculación de la tutela ya 
que carece de competencia para solucionar el caso. Además indicó que la acción de tutela es improcedente para declarar la existencia de un contrato realidad y que para este caso no se puede aplicar los efectos de la sentencia T-480 de 2016.    
3. Se definió la instancia por medio de sentencia del 5 de septiembre último en la cual se negó el amparo invocado.
Para decidir así, luego de citar jurisprudencia constitucional que consideró aplicable al caso, estimó que este mecanismo especial no está concebido para dirimir controversias sobre prestaciones económicas, ya que para ese efecto debe acudir al medio ordinario previsto por el legislador para demostrar la veracidad de los hechos alegados y determinar la existencia del contrato realidad. Además, “al dejar de cotizar para su pensión se entiende su desafiliación debiendo volver a retomar el camino ideal para obtener la prestación que ha venido reclamando”.
4. Inconforme con el fallo, la accionante lo impugnó. Alegó que en este caso la tutela sí es procedente ya que hace parte de la población adulta mayor, pues supera los sesenta años de edad, y el grupo de las madres comunitarias, al cual pertenece, se encuentra en circunstancias de indefensión. Por tanto, requiere de la intervención urgente del juez de tutela para evitar un perjuicio irremediable. Además, está acreditado que se desempeñó como madre comunitaria desde el mes de febrero de 1996 hasta diciembre de 2008 “por lo que se encuentra cumplido el requisito de la subsidiariedad y la inmediatez”. 
En relación con el fondo del asunto reiteró que la sentencia T-480 de 2016 protegió los derechos de 106 madres comunitarias, las cuales se hallaban en iguales condiciones que la suya y agregó que aunque la presente acción de amparo presenta identidad de partes, hechos y pretensiones, con la tutela radicada bajo el No. 66682-31-03-001-2017-00331-00, decidida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, no es posible declarar la temeridad ya que el hecho de que la Corte Constitucional haya declarado la nulidad parcial del citado fallo, mediante auto No. 186 del 17 de abril de este año, y haya protegido los derechos de las madres comunitarias, configura una circunstancia nueva que modifica sustancialmente los elementos fácticos antes alegados y por tanto justifica la interposición de esta acción constitucional.     
Solicita se acceda a sus pretensiones. 
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 
2. En necesario precisar que aunque el juzgado de primera sede ordenó vincular a la actuación al Ministerio del Trabajo, entidad que hace parte del orden nacional y que por ese hecho la competencia para conocer de las acciones de tutela formuladas en su contra correspondería en primera instancia a los Tribunales Superiores, Administrativos y Consejos Seccionales de la Judicatura de conformidad con el inciso 1º, numeral 1°, artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, no es del caso declarar la nulidad por falta de competencia funcional, en razón a que en la demanda ningún hecho se le endilgó del que se pudiera inferirse que por acción u omisión lesionó los derechos fundamentales de los que sea titular la actora y por tanto su vinculación es aparente
, ya que, además, el amparo se dirige únicamente contra el ICBF como entidad encargada de reconocer y pagar los aportes parafiscales y pensionales. En consecuencia, la referida circunstancia no modifica la competencia radicada en el juzgado de conocimiento ni la de este Tribunal para desatar la segunda instancia. 

3. Correspondería a esta Sala determinar si en este caso procede la tutela para ordenar a la entidad demandada pagar a una administradora de pensiones, el retroactivo correspondiente a parafiscales por aportes a pensión, con el fin de que la actora pueda acceder a esa prestación. Sin embargo, se determinará previamente, con fundamento en las pruebas incorporadas a la actuación, si se produjo el fenómeno de la cosa juzgada.

4. La accionante, al formular la impugnación contra la sentencia de primera instancia, alegó que en este caso no actuó de forma temeraria porque a pesar de que había instaurado otra acción de tutela contra el ICBF,  con fundamento en similares hechos y pretensiones, al haberse declarado la nulidad parcial de la sentencia T-480 de 2016, por medio del auto No. 186 del 17 de abril último, en el cual, además se protegieron los derechos fundamentales de las madres comunitarias, se produjo una variación sustancial de las circunstancias fácticas descritas en la primera acción de amparo que le permite acudir nuevamente a este mecanismo.
5. Con fundamento en tal manifestación, en esta sede, por auto del 11 de octubre último, se solicitó al Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal informar el estado en que se encontraba la acción de tutela radicada 66682-31-03-001-2017-00331-00, a la que se refiere la accionante en su recurso, y remitir algunas de sus piezas procesales.

6. La respuesta brindada por ese despacho y las copias remitidas, acreditan los siguientes hechos:

6.1 Por medio de apoderada
, ciento treinta y seis madres comunitarias del municipio de Santa Rosa de Cabal, entre ellas la señora María Amparo Ramírez Cardona
, promovieron acción de tutela contra el ICBF para obtener se les protegieran sus derechos a la igualdad, la seguridad social, la dignidad humana, el mínimo vital y el trabajo. Con esa finalidad solicitaron se declarara la existencia del contrato realidad entre ese instituto y las demandantes y ordenar al ICBF pagar a la administradora de pensiones, el retroactivo “a los parafiscales por aportes en pensión, desde el día de vinculación… hasta el momento actual para el caso de las activas, o hasta la fecha de retiro en el caso de las no activas, por concepto de afiliación que debió realizar al sistema de seguridad social en pensión”; cancelar el retroactivo salarial y pensional durante tales periodos, por concepto de nivelación salarial y de prestaciones sociales y sufragar los cánones de arrendamiento causados durante la relación laboral.

Como fundamento de tales súplicas, se expresó que: a) las accionantes estuvieron o están vinculadas al ICBF en calidad de madres comunitarias; b) prestaron personalmente sus labores de cuidado general a los niños y adolescentes; c) su jornada laboral inicia a las cinco de la mañana y se puede extender más de las ocho horas diarias; d) el servicio prestado se realizó bajo la subordinación del ICBF; e) a pesar de que la remuneración que recibían se le denominaba becas o subsidio, en realidad constituía un salario, cuyo monto ascendió hasta el mínimo legal vigente en el año 2014; f) por lo anterior se encuentran reunidos los requisitos del contrato realidad. Empero la demandada realizó diferentes maniobras para desconocer esa relación laboral; g) ese Instituto, además, se abstuvo de cotizar al sistema general de seguridad social; g) tampoco sufragó los gastos de arrendamiento o del uso de los inmuebles de las demandantes, necesarios para prestar el servicio; h) el 5 de diciembre de 2016 se elevó solicitud a la accionada con el objeto de que pagara dichas acreencias laborales, la cual fue negada; i) la Corte Constitucional mediante sentencia T-480 de 2016 protegió lo derechos fundamentales de otras ciento seis madres comunitarias, quienes se encontraban en unas condiciones similares, y accedió a sus pretensiones relativas al pago de esas prestaciones laborales
.
6.2 El 13 de junio de este año el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal decidió declarar improcedente el amparo con sustento en que en este caso se incumple el requisito de la subsidiariedad ya que para efecto de reclamar acreencias laborales, las accionantes tienen expedita la vía ordinaria, la cual consideró idónea al no tratarse de sujetos de especial protección
.
6.3 La titular de ese despacho informó que frente a esa decisión no se interpuso recurso alguno, razón por la cual fue remitido a la Corte Constitucional para su eventual revisión
.

7. Confrontada esa acción de amparo con la que es objeto de estudio, se concluye que en ambas intervienen las mismas partes, pues fueron promovidas por la señora María Amparo Ramírez Cardona, así la primera haya sido interpuesta también por otras personas, contra el ICBF.

En ambas se solicitó ordenar al ICBF pagar a una administradora de pensiones el retroactivo “a los parafiscales por aportes en pensión, desde el día de vinculación… hasta el momento actual para el caso de las activas, o hasta la fecha de retiro en el caso de las no activas, por concepto de afiliación que debió realizar al sistema de seguridad social en pensión.

Además, esa pretensión, se fundamentó en los mismos hechos que aquí se invocan para elevar otra idéntica.

8. El artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 dice: “Cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes.”

Sobre el contenido de esa disposición ha dicho la Corte Constitucional
:

“La Corte también ha manifestado que el juez de tutela deberá declarar improcedente la acción, cuando encuentre que la situación bajo estudio es idéntica en su contenido mínimo a un asunto que ya ha sido fallado o cuyo fallo está pendiente (…)

(…) en sentencia T- 1103 de 2005
 se reiteraron los parámetros ya fijados por esta Corporación a efectos de demostrar la configuración de la temeridad, dentro del curso de la acción de tutela, para lo cual se dispuso que era indispensable acreditar
:

“(i) La identidad de partes, es decir, que ambas acciones de tutela se dirijan contra el mismo demandado y, a su vez, sean propuestas por el mismo sujeto en su condición de persona natural, ya sea obrando a nombre propio o a través de apoderado judicial, o por la misma persona jurídica a través de cualquiera de sus representantes legales.

(ii) La identidad de causa petendi, o lo que es lo mismo, que el ejercicio simultáneo de la acción se fundamente en unos mismos hechos que le sirvan de causa.

(iii) La identidad de objeto, esto es, que las demandas busquen la satisfacción de una misma pretensión tutelar o sobre todo el amparo de un mismo derecho fundamental.

(…)

Respecto a la no existencia de temeridad a pesar de la multiplicidad de acciones de tutela, esta Corte
 ha señalado:

“(C)oncluye la Sala que, en los procesos de tutela, cuando en un mismo asunto se han presentado sucesivas solicitudes de amparo,  se pueden presentar situaciones en las que hay cosa juzgada y temeridad, como cuando se presenta una acción de tutela sobre un asunto ya decidido previamente en otro proceso de tutela, sin que existan razones que justifiquen la nueva solicitud; otras en las que hay cosa juzgada, pero no temeridad, lo cual puede ocurrir, por ejemplo, cuando, de buena fe y, usualmente, con expresa manifestación de estar acudiendo al amparo por segunda vez, se interpone una segunda tutela debido a la convicción fundada de que sobre la materia no ha operado el fenómeno de la cosa juzgada, y, finalmente, casos en los cuales hay temeridad, pero no cosa juzgada, lo que acontece cuando se presenta simultaneidad entre dos o más solicitudes de amparo que presentan la tripe identidad a la que se ha aludido.”

En conclusión, la presentación de dos o más acciones de tutela no constituye automáticamente una actuación arbitraria, sino que se hace necesario verificar las circunstancias que rodean cada caso para inferir que se configura temeridad, razón por la cual se debe entender esta figura como una alternativa procesal con la que cuenta el juez constitucional de manera muy excepcional, pues ante todo debe asegurar la garantía efectiva de los derechos fundamentales. Es decir, que la sola concurrencia de identidad de los sujetos procesales, el objeto que da lugar a la controversia y la pretensión, no es suficiente para concluir que se trata de una actuación judicial amañada o contraria al principio constitucional de buena fe.”
En este caso, aunque es evidente que se presentaron dos acciones de tutela con sustento en los mismos hechos y pretensiones, no puede deducirse que la accionante haya actuado de mala fe, más bien su proceder se puede atribuir a algún tipo de ignorancia sobre los trámites judiciales, pues tal como se vio intentó indicar las razones por las cuales consideraba que no se había producido el fenómeno de la cosa juzgada, los cuales, como se vio, se hallaron injustificados.
9. Justifica la accionante la interposición de una nueva tutela en la nulidad parcial de la sentencia T-480 de 2016, declarada por la Corte Constitucional en auto 186 del 17 de abril de 2017. Sin embargo, hecho como ese no justifica el inicio de una nueva acción para obtener lo que ya había sido negado en otra, frente a la cual no se interpuso recurso alguno, máxime cuando ambas providencias se dictaron antes de presentarse la primera acción de tutela, en el mes de mayo pasado
. 

10. En conclusión, aunque no puede predicarse temeridad de parte de la peticionaria, la tutela debe ser declarada improcedente pero no por la razones indicadas por el juzgado de primera instancia sino porque no resulta posible decidir la situación por segunda vez, con fundamento en unos mismos hechos, de acuerdo con el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, antes trascrito. 

11. Se confirmará entonces la sentencia que se revisa, aunque se modificará en el sentido de que el amparo solicitado debe ser declarado improcedente y no negado, porque en este caso se incumple uno de los requisitos de procedibilidad.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, el 5 de septiembre último, en la acción de tutela instaurada por la señora María Amparo Ramírez Cardona contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, por los motivos aquí expuestos, y SE MODIFICA en el sentido de declarar improcedente el amparo reclamado.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Figura sobre la cual la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, en providencia del 14 de abril de 2011, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez, expresó: “No obstante que la acción fue promovida contra las entidades antes referidas, de la solicitud de amparo emerge claro que el reclamo constitucional no involucra al Ministerio de Educación, pues a éste no le compete el reconocimiento de la prestación vitalicia o la respuesta a las solicitudes que por ese concepto hagan los interesados; así las cosas, se percibe una vinculación aparente en cuanto a ese ente nacional del sector central. Sobre el particular ha señalado esta Sala que “no puede asumirse que por el simple hecho de accionar en contra de los nombrados, se torna competente un determinado funcionario, pues en cuanto no se les atribuya hecho u omisión que soporte su vinculación a ese trámite, ni se precise de modo claro y directo cómo ellos se encuentran comprometidos con el hecho endilgado, es infundada su convocatoria” (auto de 24 de julio de 2007, exp. 00156-01, ratificado por proveído de 11 de marzo de 2011, exp. 2010-00327-01).


� Ver poder otorgado por la señora María Amparo Ramírez Cardona para formular esa acción a folio 41 del archivo denominado “tutela 35” que obra en el disco compacto visible a folio 33 del cuaderno No. 2


� Relacionada en el ítem 118 del cuadro de madres comunitarias inactivas, que se encuentra a folio 85 de la demanda de tutela, escrito que consta enel archivo denominado “tutela 1” que obra en el disco compacto visible a folio 33 de este cuaderno. 


� Folios 1 a 98 del archivo denominado “tutela 1” que obra en el disco compacto visible a folio 33


� Folios 7 a 18 del cuaderno No. 2 


� Folio 34 cuaderno No. 2


� Sentencia T-001 de 2016


� Sentencia T-1103 del 28 de octubre de 2005. M.P. Jaime Araújo Rentería.


� Sentencia T-184 del 2 de marzo de 2005. M.P. Rodrigo Escobar Gil.


� Sentencia T-560 de 2009. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.


� Aunque el escrito carece de fecha de recibido, allí aparece que fue elaborado en el mes de mayo. Ver folio 1 del archivo denominado “tutela 1” que obra en el disco compacto visible a folio 33





14

